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MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA
 8940 CORRECCIÓN de errores de la Orden 

PRE/572/2006, de 28 de febrero, por la que se 
desarrolla el Real Decreto 1665/1991, de 25 de 
octubre, regulador del sistema general de 
reconocimiento de títulos de Enseñanza Supe-
rior de los Estados miembros de la Unión 
Europea y otros Estados partes en el Acuerdo 
sobre el Espacio Económico Europeo, que exi-
gen una formación mínima de tres años de 
duración en lo que afecta a las profesiones 
cuya relación corresponde al Ministerio de 
Industria, Turismo y Comercio.

Advertido error en la Orden PRE/572/2006, de 28 de 
febrero, por la que se desarrolla el Real Decreto 1665/1991, 
de 25 de octubre, regulador del sistema general de reco-
nocimiento de títulos de Enseñanza Superior de los Esta-
dos miembros de la Unión Europea y otros Estados partes 
en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, que 
exigen una formación mínima de tres años de duración 
en lo que afecta a las profesiones cuya relación corres-
ponde al Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, 
publicada en el «Boletín Oficial del Estado» n.º 53, de 3 de 
marzo, se procede a efectuar la oportuna rectificación:

Se sustituye el apartado séptimo 1 por el que a conti-
nuación se transcribe:

«Séptimo. Tramitación de las solicitudes.

1. Completada la documentación, se recabarán, en 
su caso, según proceda, informes de los centros directi-
vos de la Secretaría General de Industria, de la Secretaría 
de Estado de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la 
Información, de la Secretaría General de Turismo y de la 
Secretaría General de Energía, así como, excepcional-
mente, del Ministerio de Educación y Ciencia y del Cole-
gio Profesional o Consejo General que corresponda, a 
efectos de comparar la formación exigida en España con 
la recibida por el solicitante y el ámbito de actividades 
profesionales a que faculta el título en uno u otro Estado 
miembro. La comparación se realizará sobre la base de 
las materias consideradas fundamentales para el ejercicio 
de cada profesión.» 

MINISTERIO 
DE SANIDAD Y CONSUMO

 8941 REAL DECRETO 613/2006, de 19 de mayo, de 
concesión de subvenciones a asociaciones de 
consumidores para el apoyo y asesoramiento 
de los afectados por la situación de las empre-
sas Afinsa Bienes Tangibles, Sociedad Anó-
nima y Forum Filatélico, Sociedad Anónima.

A comienzos del mes de mayo se acordó por parte de 
la Audiencia Nacional la intervención de las empresas 
Forum Filatélico, S.A. y Afinsa Bienes Tangibles, S.A., tras 
la presentación de sendas querellas por la Fiscalía Espe-
cial para la Represión de los Delitos Económicos Relacio-
nados con la Corrupción.

El Consejo de Consumidores y Usuarios, tras la 
reunión extraordinaria convocada al efecto el 11 de mayo 
pasado, adoptó un acuerdo en el que, entre otras cuestio-
nes, se señalaba que las asociaciones de consumidores y 
usuarios presentes en el Consejo, máximo órgano de 
representación de los consumidores, adquirían el com-
promiso con la sociedad para asesorar y canalizar las 
aspiraciones de los afectados.

Las 10 organizaciones presentes en el Consejo de Con-
sumidores y Usuarios señalaban en dicho acuerdo que 
ponían sus servicios de información y asesoramiento al 
servicio de los afectados para dar cumplimiento a su com-
promiso social y de representación, comprometiéndose, 
asimismo, a coordinar actuaciones de manera conjunta 
para paliar la confusión existente entre los afectados.

Sin embargo, los medios reales de que disponen 
estas organizaciones para hacer frente a este elevado 
número de reclamaciones resultan insuficientes, por lo 
que existe la necesidad de proceder, por parte del Insti-
tuto Nacional del Consumo, a sufragar parte de los gastos 
que dichas actuaciones originen.

Debe considerarse, asimismo, que en caso de no exis-
tir ayuda pública a los efectos previstos en el presente 
real decreto, el desarrollo de estas actividades por parte 
de las asociaciones de consumidores, podría condicionar 
el desarrollo de su normal actividad.

Por su parte, la realización de una convocatoria pública 
de subvenciones que sufragaran las actuaciones señala-
das demoraría en exceso la urgente necesidad de medios 
para arbitrar los dispositivos correspondientes por parte 
de las organizaciones de consumidores y usuarios.

La Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Sub-
venciones, establece en su artículo 22.2.c) la posibilidad 
de conceder, de forma directa y con carácter excepcional, 
entre otras, aquellas subvenciones en las que concurran 
razones de interés público, social, económico o humanita-
rio u otras debidamente justificadas que dificulten su 
convocatoria pública.

El artículo 28.2 de la ley citada prevé que el Gobierno 
apruebe, por real decreto, a propuesta del Ministro com-
petente y previo informe del Ministerio de Economía y 
Hacienda, las normas especiales reguladoras de las sub-
venciones previstas en el artículo 22.2.c) de la misma ley.

Por su parte, su artículo 28.3 establece que el real 
decreto mencionado contendrá, como mínimo, los 
siguientes extremos:

a) La definición del objeto de las subvenciones, con 
indicación de su carácter singular y las razones que acre-
ditan el interés público, social, económico o humanitario 
y aquellas que justifican la dificultad de su convocatoria 
pública.

b) El régimen jurídico aplicable.
c) Los beneficiarios y las modalidades de la ayuda.
d) El procedimiento de concesión y el régimen de 

justificación de la aplicación dada a las subvenciones por 
los beneficiarios y, en su caso, entidades colaboradoras.

Las beneficiarias de las presentes subvenciones serán 
aquellas organizaciones integrantes del Consejo de Con-
sumidores y Usuarios, al ser las más representativas a 
nivel nacional y que públicamente se han ofrecido a ase-
sorar a los afectados de forma gratuita. El distinto importe 
previsto para la subvención se justifica atendiendo a la 
distinta capacidad de dichas organizaciones y al volumen 
de afectados que acudirán a ellas.

En su virtud, a propuesta de la Ministra de Sanidad y 
Consumo, previo informe del Ministerio de Economía y 
Hacienda y previa deliberación del Consejo de Ministros 
en su reunión del día 19 de mayo de 2006,
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D I S P O N G O :

Artículo 1. Objeto.

1. Este real decreto regula las condiciones para la 
concesión de subvenciones por el Ministerio de Sanidad y 
Consumo, a través del Instituto Nacional de Consumo, a 
las organizaciones de consumidores y usuarios mencio-
nadas en el anexo I, con la finalidad de reforzar los medios 
destinados por éstas al asesoramiento, defensa y gestión 
de las reclamaciones de los afectados por la situación de 
las Sociedades Forum Filatélico, S.A. y Afinsa Bienes Tan-
gibles, S.A. en mayo de 2006, de acuerdo con lo previsto 
en el artículo 22.2.c) de la Ley 38/2003, de 17 de noviem-
bre, General de Subvenciones.

2. Las razones de interés social y económico que 
justifican el otorgamiento directo de las subvenciones 
radican en el elevado volumen de afectados y la necesi-
dad de atender el asesoramiento y gestión de sus recla-
maciones por parte de las organizaciones de consumido-
res y usuarios.

3. Todas las organizaciones que se detallan en el 
anexo I forman parte del Consejo de Consumidores y 
Usuarios y públicamente han ofertado el asesoramiento 
gratuito a los afectados y su defensa en juicio. Todas ellas 
de ámbito nacional y con una representatividad suficiente 
no cuentan, sin embargo, con los medios necesarios para 
hacer frente a un volumen de reclamaciones simultáneo 
tan elevado como el que se está produciendo, por lo que 
resulta necesario apoyar estas actuaciones por parte de la 
Administración General del Estado.

Artículo 2. Cuantía de la subvenciones.

El importe total de estas subvenciones será de 
2.000.000 de euros y se abonará con cargo a los créditos 
que a estos efectos se habiliten en el Presupuesto del Ins-
tituto Nacional de Consumo.

Artículo 3. Entidades beneficiarias, modalidad de la 
ayuda, pago y justificación.

1. Las subvenciones derivadas del presente real 
decreto irán dirigidas a las organizaciones relacionadas 
en el anexo I.

2. Las subvenciones previstas en este real decreto se 
destinan a:

a) Contribuir a la financiación de los gastos de ase-
soramiento a los consumidores, en un importe máximo 
de 700.000 euros.

Este importe se pagará por anticipado en la concesión 
de la subvención con la distribución por las organizacio-
nes en los importes relacionados en el anexo I y se desti-
nará a financiar los gastos realizados por las asociaciones 
en la gestión de documentación, asesoramiento y aten-
ción telefónica y personalizada de los afectados.

b) Contribuir a la financiación de los gastos origina-
dos por el apoyo a la representación y de defensa de los 
intereses y derechos de los afectados, en un importe 
máximo de 1.300.000 euros que se distribuirá en función 
del número de afectados sobre los que las organizaciones 
asuman su representación y defensa judicial.

3. El importe previsto en el párrafo a) se abonará en 
el momento de la concesión, debiendo justificarse el 
gasto y los afectados atendidos antes de 31 de diciembre 
de 2006, mediante la presentación de una declaración de 
las actividades realizadas, no declaradas para justificar 
otras subvenciones, y de su coste, acompañada del des-
glose de cada uno de los gastos en que hubiese incurrido, 
conforme a lo dispuesto en el Plan General Contable para 

Instituciones sin ánimo de lucro, y de los originales de las 
facturas o documentos de valor probatorio equivalente.

Son gastos subvencionables a efectos de lo previsto 
en el citado párrafo a) de este artículo, los ocasionados a 
las asociaciones de consumidores relacionadas en el 
anexo I como consecuencia de la gestión de documenta-
ción, asesoramiento y atención telefónica y personalizada 
a los afectados, incluidos, entre otros, la contratación de 
personal, la adquisición de material inventariable, contra-
tación de líneas telefónicas, el alquiler de locales, material 
de oficina y mensajerías, los gastos de documentación y 
propaganda, la organización de encuentros presenciales 
con los afectados y los gastos de desplazamiento y dietas 
ocasionados por tales encuentros.

4. El importe previsto en el párrafo b) se anticipará 
en octubre de 2006, a todas aquellas organizaciones rela-
cionadas en el anexo I, que asuman la representación y 
defensa judicial de los afectados.

Con carácter previo a la realización de este pago, las 
asociaciones deberán justificar esta actividad mediante la 
presentación, previa autorización de los afectados para la 
cesión de los datos de carácter personal, de las bases de 
datos de los perjudicados cuyas reclamaciones se gestio-
nen por las respectivas asociaciones de consumidores y 
usuarios.

Las cuantías de este segundo pago vendrán determi-
nadas proporcionalmente por el número de representa-
dos que cada una de las asociaciones destinatarias de la 
subvención justifique, de acuerdo con el contenido de las 
bases de datos a que hace referencia el párrafo anterior.

La justificación de la actividad se realizará antes del 28 
de febrero de 2007, mediante la presentación de las bases 
de datos actualizada, junto con la correspondiente 
demanda o demandas judiciales.

5. En cada una de las organizaciones beneficiarias 
deberá existir un libro o registro contable específico para 
facilitar la adecuada justificación de la subvención a que 
se refiere el artículo 2. 2, a).

6. El Instituto Nacional del Consumo podrá compro-
bar la veracidad de los datos aportados por las entidades 
beneficiarias de las subvenciones.

En la medida en que resulte de aplicación, las organi-
zaciones beneficiarias asumirán el cumplimiento de las 
obligaciones que, para los beneficiarios de subvenciones, 
se establecen por el artículo 14 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, además de las 
establecidas en su artículo 30 para la justificación de las 
subvenciones públicas.

Artículo 4. Procedimiento de concesión.

Las subvenciones se concederán de forma directa, al 
amparo de lo previsto en el artículo 22.2.c) de la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, General de Subvenciones, mediante 
una resolución del Instituto Nacional de Consumo del Minis-
terio de Sanidad y Consumo, que será notificada a los inte-
resados a efectos de su debida aceptación.

Artículo 5. Régimen jurídico aplicable.

Las subvenciones articuladas a través de este real 
decreto se regirán por la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones y según lo establecido en el 
artículo 5.1, por las restantes normas de derecho adminis-
trativo. En su defecto, se aplicarán las normas de derecho 
privado.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o 
inferior rango, se opongan a lo dispuesto en este real 
decreto.
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Disposición final primera. Modificaciones presupuestarias.

Para dotar al Instituto Nacional de Consumo de los 
créditos que permitan el cumplimiento de lo dispuesto en 
este real decreto, se realizarán las modificaciones presu-
puestarias necesarias, de conformidad con lo establecido 
en la Ley 47/2003, General Presupuestaria.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el mismo día 
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 19 de mayo de 2006.

JUAN CARLOS R.

La Ministra de Sanidad y Consumo,

ELENA SALGADO MÉNDEZ

ANEXO I 

Organizaciones benefi ciarias Importe del 
primer pago

  
Asociación de Usuarios de Bancos, Cajas y 

Seguros (ADICAE)  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 80.000
Asociación General de Consumidores (ASGECO). 80.000
Confederación de Consumidores y Usuarios 

(CECU)  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 80.000
Confederación Española de Cooperativas de 

Consumidores y Usuarios (HISPACOOP)  . . . 40.000
Unión de Consumidores de España (UCE)  . . . 80.000
Asociación de Usuarios de la Comunicación 

(AUC)  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 20.000
Confederación Española de Organizaciones de 

Amas de Casa, Consumidores y Usuarios 
(CEACCU)  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 80.000

Federación de Usuarios-Consumidores Inde-
pendientes (FUCI)  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 80.000

Organización de Consumidores y Usuarios 
(OCU) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 80.000

Federación Unión Nacional de Consumidores 
y Amas de Hogar de España (UNAE)  . . . . . . 80.000

COMUNIDAD AUTÓNOMA 
DE LAS ILLES BALEARS

 8942 LEY 6/2006, de 12 de abril, balear de caza y 
pesca fluvial.

EL PRESIDENTE DE LAS ILLES BALEARS

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento 
de las Illes Balears ha aprobado y yo, en nombre del Rey, 
y de acuerdo con lo que se establece en el artículo 27.2 del 
Estatuto de Autonomía, tengo a bien promulgar la 
siguiente Ley.

Exposición de motivos

I

La permanencia y la estabilidad normativa son unos 
principios generales positivos que facilitan el conoci-
miento y el cumplimento de las disposiciones jurídicas. 
En el caso de la caza y la pesca fluvial en las Illes Balears, 

el valor de esta estabilidad ha sido ampliamente supe-
rado por el anacronismo, ya que, hasta la redacción de 
esta ley, ambas actividades se regían por leyes estatales 
de 1970 y de 1942, respectivamente, promulgadas bajo un 
régimen político no democrático, que ignoraban las dife-
rencias territoriales y culturales de las actuales comunida-
des autónomas y no se adaptaron a los cambios ecológi-
cos y sociales de finales del siglo XX.

No obstante, conviene alabar la esmerada redacción 
técnica de estas leyes, que explica su dilatada aplicación 
y que aconseja mantener en la nueva disposición muchos 
de los preceptos y de las previsiones que incluyeron. 
Aquellos textos, que han servido de base a la actual 
redacción, han sido depurados de todo aquello que no era 
de aplicación en las Illes Balears, se han adaptado a las 
peculiaridades biológicas que les son propias y se han 
completado con las disposiciones derivadas de los conve-
nios internacionales, las directivas europeas y la norma-
tiva básica estatal vigentes actualmente. Igualmente, se 
ha tenido en cuenta en su redacción la evolución socioeco-
nómica experimentada en los últimos decenios, que ha 
hecho de estas actividades alguna cosa más que la reco-
lección de unos bienes naturales sin dueño, para conver-
tirse en un aprovechamiento de recursos renovables que 
debe ser sostenible, y que es hoy la base de una actividad 
deportiva en el caso de la caza, y con un mínimo de prac-
ticantes profesionales en el de la pesca fluvial, donde 
también los practicantes deportivos y de ocio suponen la 
gran mayoría. La regulación prevista en la ley tiene en 
cuenta estos hechos y el cambio de actividades de subsis-
tencia por actividades de ocio, que deben ser reguladas 
con premisas diferentes.

Igualmente, en la redacción de la ley, conviene tener 
en cuenta la sensibilidad social manifiesta en relación a la 
conservación de la naturaleza, inexistente en el momento 
en el que se redactaron las normas citadas con anteriori-
dad, y que obliga a acentuar las previsiones que garanti-
zan la sostenibilidad de los recursos objeto de explota-
ción, y a evitar los impactos de estas actividades sobre 
bienes, tanto materiales como inmateriales, que compar-
ten los espacios físicos donde se practican, a la vez que se 
garantiza la continuidad de ambos deportes.

También hay que tener presente que la caza es un 
aprovechamiento agrario y que constituye una fuente de 
rentas para los propietarios rurales que hay que poten-
ciar, asegurando su carácter sostenible y sin perder de 
vista la función social de la propiedad, reconocida en el 
artículo 33 de la Constitución. La ley se inspira en la con-
veniencia de asegurar el mantenimiento de la vertiente 
económica de la caza y conseguir armonizarla con otros 
aprovechamientos agrarios del territorio, así como tam-
bién con el resto de usos del medio rural.

II

El artículo 10 del Estatuto de Autonomía de las Illes 
Balears ofrece el soporte jurídico necesario para la redac-
ción de esta ley, ya que configura la caza y la pesca fluvial 
como materias de competencia exclusiva de la comuni-
dad autónoma.

La ley consta de tres títulos: disposiciones comunes, 
disposiciones en materia de caza y disposiciones en 
materia de pesca fluvial, respectivamente. Las disposicio-
nes comunes incluyen la finalidad de la ley, las definicio-
nes de los términos utilizados que garantizan y facilitan su 
conocimiento, cumplimiento y aplicación y el reconoci-
miento de titularidad de derechos y obligaciones.

Las disposiciones en materia de caza quedan agru-
padas en el título II, en 10 capítulos, con un total de 73 
artículos. Conviene destacar la regulación de derechos 
y deberes de los cazadores, que constituye una nove-
dad normativa; la supresión de la caza en terrenos que 
no sean objeto de planificación técnico-cinegética, 


